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	Fecha y hora de lectura: 
	Junio 01 de 2017, 10:30 a.m.

	Acusado: 
	Jhonny Leandro López Taborda

	Cédula de ciudadanía:
	1.087.556.115 de La Virginia (Rda.)

	Delito:
	Lesiones Personales Culposas

	Víctima:
	Libardo Agudelo Jiménez

	Procedencia:
	Juzgado Único Promiscuo Municipal con funciones de conocimiento de La Celia (Rda.), en comisión La Virginia

	Asunto:
	Decide apelación interpuesta por la defensa contra el fallo condenatorio de fecha febrero abril 6 de 2017. SE CONFIRMA



El Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira pronuncia la sentencia en los siguientes términos:

1.- hechos Y precedentes

La situación fáctica jurídicamente relevante y la actuación procesal esencial para la decisión a tomar, se pueden sintetizar así:
1.1.- Los hechos fueron plasmados por la juez de primer nivel en la sentencia objeto de estudio de la siguiente manera:

“El 24 de marzo de 2012, siendo aproximadamente las 13:00 horas, en el cruce de la Transversal 9a. con calle 10 esquina de La Virginia, colisionó el vehículo jeep Willis de placas HAD 498 conducido por JHONNY LEANDRO LÓPEZ, con la bicicleta en la que se desplazaba el señor LIBARDO ANTONIO AGUDELO JIMÉNEZ, quien resultó con lesiones en su cuerpo, que valoradas por el médico legista le dictaminó una incapacidad médico legal de 120 días con secuelas médico legales de perturbación funcional del miembro superior derecho de carácter permanente y perturbación funcional del órgano de la locomoción de carácter transitorio, deformidad física que afecta el cuerpo de carácter permanente”.

1.2.- Realizada la audiencia de formulación de imputación en julio 22 de  2014 ante el Juzgado Promiscuo Municipal de La Virginia (Rda.), en la cual se le endilgaron cargos al señor JHONNY LEANDRO LÓPEZ TABORDA por el delito de lesiones personales culposas consagradas en los artículos 111, 114 inciso 2°, y 120 C.P., al no haberse dado la aceptación de los mismos, la Fiscalía presentó formal escrito de acusación que se le asignó al Juzgado Único Promiscuo Municipal con función de conocimiento de La Virginia (octubre 16 de 2014), donde se plasmaron las conductas atribuidas al procesado que se encuentran inmersas en los artículos 111, 116 inc. 1° y 120 C.P. El despacho de conocimiento se declaró impedido para conocer del asunto por haber intervenido en las audiencias preliminares (octubre 22 de 2014), a consecuencia de lo cual la actuación pasó al conocimiento del Juzgado Promiscuo Municipal de La Celia (Rda.), autoridad que señaló fecha para la formulación de acusación, la cual se aplazó en diferentes oportunidades (noviembre 24 de 2014, abril 20 de 2015, marzo 7, abril 4 y 11, julio 6 de 2016), para finalmente llevarse a cabo EN agosto 9 de 2016. Luego de otro aplazamiento se realizó la audiencia preparatoria (octubre 20 de 2016); y juicio oral  (febrero 7, 8 y 28, marzo 10 y 17 de 2017), al cabo del cual se emitió sentido de fallo de carácter condenatorio, y en abril 6 de 2017 se dio lectura a la sentencia respectiva, por medio de la cual: (i) se declaró responsable al señor JHONNY LEANDRO LÓPEZ TABORDA del ilícito de lesiones personales culposas cometidas en contra del señor AGUDELO JIMÉNEZ, y se condenó a la pena de 9 meses y 18 días de prisión, multa equivalente a 6.93 salarios mínimos vigentes para la época de los hechos, así como la privación del derecho de conducir vehículos por 16 meses; (ii) se condenó a la inhabilitación en el ejercicio de derechos y función públicas por similar término de la pena principal; y (iii) se concedió la suspensión condicional de la ejecución de la pena por un período de prueba de dos (2) años.
 
1.3.- Los fundamentos que tuvo en consideración el a quo los hizo consistir en que de las pruebas arrimadas a juicio se puede establecer que en el hecho de tránsito registrado en el cruce de la transversal 9ª con calle 10 de La Virginia (Rda.) resultó lesionado LIBARDO AGUDELO JIMÉNEZ[footnoteRef:1], acreditándose con ello la materialidad de la infracción. [1:  Se le dictaminaron las siguientes: (i) incapacidad médico legal definitiva de 120 días; (ii)   perturbación funcional del miembro superior derecho de carácter permanente; (iii) perturbación funcional del órgano de la locomoción de carácter transitorio, y (iv) deformidad física que afecta el cuerpo de carácter permanente.] 


En relación con la responsabilidad del acusado sostuvo que de los testimonios arrimados, y los demás elementos probatorios que ingresaron a juicio, se logró corroborar el sentido por el cual se desplazaban tanto el ciclista como el conductor del campero, y como quiera que el primero se desplazaba por la Transversal 9ª en sentido Viterbo-la Virginia para tomar la calle 10 (sic) debía realizar obligatoriamente un giro a la izquierda, con tan mala suerte que al propender por tal labor fue envestido por el vehículo conducido por LÓPEZ TABORDA quien venía en sentido contrario, esto es, La Virginia-Viterbo por el carril derecho, y no obstante que la prioridad era del vehículo que transitaba por la transversal, faltó prudencia del conductor del campero al exceder la velocidad permitida -30 km/h por acercarse a una intersección-, la cual según el perito en física forense fue fijada entre 47 a 55 km/h.

De ese análisis pericial afirma se desprende el exceso de velocidad atribuido al encartado, y esa fue la causa eficiente del resultado dañoso, porque si bien una de las conclusiones del perito consistió en que probablemente se presentó la manipulación de la bicicleta al no coincidir las trayectorias, ello obedeció a que no solo el campero sino la bicicleta fueron movidas del sitio para lograr el desplazamiento del lesionado y posteriormente la misma ciudadanía una vez lo auxilió puso la bicicleta debajo del automotor como originariamente había quedado.

Asegura que en este caso el señor LÓPEZ TABORDA realizaba una actividad peligrosa, ya que al conducir su vehículo y aproximarse no solo a una intersección sino a una zona escolar, se le imponía el deber de reducir su marcha a 30 km/h, como lo exige el canon 74 Código de Tránsito, lo cual desatendió al incrementar su velocidad como lo dictaminó el físico forense, situación que dio lugar al resultado que se le atribuye por exceder el riesgo permitido.

Añade el funcionario a quo que aunque es posible que el ciclista hubiere cruzado de manera intempestiva la vía por donde se desplazaba el rodante, como lo sostuvo la defensa, ello no fue debatido en juicio y tampoco lo exonera de responsabilidad, pues de haber adecuado su actuar a lo que imponen las normas de tránsito, tal situación le hubiera permitido transitar sin ocasionar la colisión.

Y si bien se pretendió sembrar una duda en relación con la huella de frenado, como fundamento del perito para calcular la velocidad del automotor, asegura que tal perplejidad no obra en el plenario, al ser las únicas allí existentes porque no hubo otro vehículo involucrado y uno de los testigos escuchó el “frenón”, lo que implica que al momento del impacto el vehículo había reducido su aceleración y por eso las consecuencias no fueron peores.

Finalmente y como quiera que la conducta imputada al procesado -116 inc. 2º. C.P.-, referente a la pérdida anatómica o funcional no tuvo ocurrencia, en tanto la que se presentó fue la contemplada en el canon 114 inc. 2º dada la perturbación funcional, con fundamento en precedente de la Corte Suprema degradó el ilícito por ser más favorable al procesado, al respetarse el núcleo fáctico de la acusación y no quebrantarse derechos esenciales de las partes confrontadas. 

1.4.- El señor fiscal y el apoderado de víctimas estuvieron conformes con la decisión, mas no así el defensor quien hizo expresa manifestación de apelar el fallo y sustentarlo por escrito. 

2.- Debate
 
2.1.- Defensa -recurrente-

Hace consistir su disenso en dos aspectos: (i) falta del requisito de procedibilidad por ausencia de querella; y (ii) no haberse desvirtuado la presunción de inocencia de su prohijado. 

Frente a lo primero, dice que aunque el formato de denuncia se introdujo con el señor LIBARDO ANTONIO AGUDELO en este no existe firma alguna, por lo cual se opuso a su introducción al no haber certeza que presentó querella dentro de la oportunidad legal y por ende no se podía iniciar la acción penal.

En cuanto a lo segundo, esgrime que el fundamento para condenar fue el supuesto exceso de velocidad de su prohijado, dándole credibilidad a la huella de frenado -de lo cual no hay certeza-, pero no a la circulación del ciclista antes del accidente, quien lo hacía paralelo a las oficinas de tránsito como se dibuja en el croquis y no en sentido Viterbo-Pereira, máxime que solo aparece la firma del guarda y no del conductor para indicar que la medida del frenado fue de 14.70 ms. y no una menor, ya que de ser así, la marcha también sería baja.

Se pregunta, cuál es entonces el sentido de circulación del ciclista: (i) la que dice el informe de tránsito; (ii) la que aludió el testigo HELI ANTONIO DIAZ, o (iii) lo dicho por la víctima en diligencia de marzo 17 de 2014. Igualmente no hay certeza acerca de la medida total de la huella de frenado, pues es solamente lo manifestado por el guarda de tránsito al no existir un testigo métrico para establecer la medida exacta, como tampoco hay claridad sobre el sitio por el que transitaba el ciclista, al ser más clara la referida en el informe de tránsito, corroborada por el perito, de lo cual se deducen los daños del vehículo y las lesiones sufridas.

Hace alusión a algunas normas de los Códigos de Procedimiento Penal y de Tránsito, para considerar que en este caso fue el señor LIBARDO AGUDELO quien no respetó las normas y salió intempestivamente por donde circulaba su prohijado, y por ende los hechos tuvieron por causa una conducta imprudente de la víctima, lo cual desconfigura la responsabilidad de “la acusada” -sic-.

Esgrime que su “defendida” -sic- cumplió con las normas de tránsito y los hechos se dieron por causa de una conducta reprochable del conductor de la “motocicleta” -sic- quien sufrió daños, siendo éste quien elevó el riesgo permitido, por lo que debe afrontar las consecuencias de su actuar, y por ello la ilicitud atribuida a su defendido no se adecua al tipo de lesiones culposas, pues no obstante existir un nexo causal entre su actuar y las “lesiones de la menor” -sic-, ello es el resultado de la negligencia, impericia o imprudencia del “hoy occiso” -sic-, por lo que a su cliente no se le puede endilgar compromiso alguno en el resultado.

La imprudencia de LIBARDO AGUDELO fue la única causa de lo ya conocido, por ende debe tenerse en cuenta la denominada culpa exclusiva de la víctima, como excluyente de responsabilidad. Y agrega que el señor LIBARDO AGUDELO incumplió las normas de tránsito de bicicletas en vía pública, en tanto como lo ha reiterado “dicha menor” -sic- sale a la vía sin poner cuidado sobre los vehículos que circulan y por consiguiente la obligación recae en “las personas que tenían la guarda o custodia de la menor” -sic-.

Reitera que  en este asunto no se logró demostrar la responsabilidad de su cliente, en tanto las pruebas apuntan a señalar que no actuó de manera reprochable, sino que la causa de las lesiones fue un hecho exclusivo del señor LIBARDO AGUDELO al no respetar la prelación que tenía el señor JHONNY LEANDRO LÓPEZ, y como quiera que en el proceso obran dudas al respecto, deben ser resueltas a favor de su cliente, por lo que pide se revoque la sentencia adoptada y se profiera en su lugar un fallo de carácter absolutorio.

2.2.- Apoderado de víctimas -no recurrente-

Se pronuncia únicamente frente a la falta de querella y la culpa exclusiva de la víctima: 

En relación con lo primero aduce que aunque no cuenta con el expediente para verificar si es cierto que no aparece la firma del afectado, este no es el momento procesal para endilgar tal falencia, y si en gracia de discusión ello se hubiere presentado, la misma es inocua, en tanto el comportamiento del señor LIBARDO AGUDELO durante el proceso denota su actitud inequívoca de no renunciar a la acción penal, y por el contrario el interés de poner en movimiento el aparato jurisdiccional. 

Y frente a lo segundo considera que la argumentación del togado es oscura e incoherente, cuando en algunos apartes de su recurso alude a situaciones que no se presentaron, cuando hace referencia a “una menor de edad”, a la existencia de “un occiso”, a que “dicha menor sale a la vía sin poner cuidado sobre los vehículos que vienen circulando”, y que “la responsabilidad recae en las personas que tenían la guarda o custodia de la menor”.  

No entiende porqué el recurrente hace alusión a lo anterior, cuando el hecho que se juzga es el accidente entre el conductor de un campero que no cumple con la normativa de tránsito y un ciclista que maneja su velocípedo de forma tranquila y confiado en que aquel que guiaba el vehículo respetaría la prelación que tenía sobre la vía, al haber una señal de pare que estaba obligado a realizar. Pide se revise con detalle la argumentación del recurrente, al no cumplir los requisitos para desvirtuar los planteamientos del a quo, y se declare desierto el recurso, por la carente o insuficiente sustentación.

2.3.- El juez desde la lectura de la sentencia concedió el recurso en el efecto suspensivo, aun sin haber sido presentado, y una vez vencidos los términos de traslado, el secretario del despacho remitió los registros pertinentes ante esta Corporación con el fin de desatar la alzada.

3.- Para resolver, se considera
 
3.1.- Competencia

La tiene esta Colegiatura de a acuerdo con los factores objetivo, territorial y funcional a voces de los artículos 20, 34.1 y 179 de la Ley 906 de 2004 -modificado este último por el artículo 91 de la Ley 1395 de 2010-, al haber sido oportunamente interpuesta y debidamente sustentada una apelación contra providencia susceptible de ese recurso y por una parte habilitada para hacerlo -en nuestro caso la defensa-.

3.2.- Problema jurídico planteado

Conforme al principio de limitación que orienta los recursos, corresponde al Tribunal establecer si la decisión condenatoria adoptada por el juez de primer nivel en contra del señor JHONNY LEANDRO LÓPEZ TABORDA se encuentra ajustada a derecho, en cuyo caso se dispondrá su confirmación; o, de lo contrario, se procederá a la revocación y al proferimiento de un fallo  absolutorio como lo pide el recurrente. No obstante, previamente se debe comprobar si se presentó una falta o indebida sustentación del recurso que obligue a la Sala a declararlo como desierto.

3.3.- Solución a la controversia

Como se anunció en precedencia, la Corporación se pronunciará inicialmente sobre lo atinente a la manifestación del apoderado de víctimas, al esgrimir que el recurso presentado es insuficiente para atacar la providencia adoptada y por ende se debe determinar si se declara desierto el recurso.

De la situación fáctica mencionada con antelación, se observa que ante la sentencia proferida por el funcionario judicial en contra del procesado JHONNY LEANDRO LÓPEZ TABORDA por parte del profesional del derecho que asiste sus intereses se interpuso apelación. Y si bien en la sustentación allegada y al hacer el análisis pertinente refiere aspectos que no se han advertido dentro de este trámite, en tanto alude a la presencia de una menor de edad, de una motocicleta o incluso de un occiso, para la Sala ello obedece a un error en que posiblemente incurrió el togado al hacer uso de plantillas o formatos preestablecidos para sustentar casos similares como el que ahora concita nuestra atención, pero dentro de las demás manifestaciones que puso de presente en su escrito, considera el Tribunal que sí dejó entrever su contrariedad frente a lo decidido por el a quo, pues mírese que allí esgrimió la falta del requisito de procedibilidad para que la Fiscalía diera iniciación a la acción penal, a la duda probatoria que debía ser resuelta a favor de su prohijado, e incluso la culpa exclusiva del señor LIBARDO AGUDELO JIMÉNEZ en la producción de las lesiones que sufrió, situaciones éstas que permiten al Tribunal abordar lo debatido en la alzada.

Ahora bien, como se dijo con antelación el Tribunal ingresará en el estudio de fondo del asunto y al respecto debe empezar por manifestar que las pruebas aportadas al juicio fueron obtenidas en debida forma y las partes confrontadas tuvieron la oportunidad de conocerlas a plenitud en clara aplicación de los principios de oralidad, inmediación, publicidad, concentración y contradicción.

De acuerdo con lo preceptuado por el artículo 381 de la Ley 906/04, para proferir una sentencia de condena es indispensable que al juzgador llegue el conocimiento más allá de toda duda, no solo acerca de la existencia de la conducta punible atribuida, sino también de la responsabilidad de las personas involucradas, y que tengan soporte en las pruebas legal y oportunamente aportadas en el juicio.

De la situación fáctica esgrimida se observa que en horas de la tarde de marzo 24 de 2012, aproximadamente a las 13:00 horas, se originó un hecho de tránsito cerca a la intersección de la Transversal 9ª con carrera 9ª de La Virginia (Rda.), entre el campero conducido por el señor JHONNY LEANDRO LÓPEZ y la bicicleta guiada por el señor LIBARDO AGUDELO JIMÉNEZ, en la que éste soportó algunas lesiones de consideración. 

La colisión en sentir de la Fiscalía se dio por el hecho de que el motorista del campero faltó al deber objetivo de cuidado al no respetar los reglamentos de tránsito, al superar la velocidad máxima permitida en una intersección vial; y, por el contrario, la defensa asegura que existen dudas que debieron ser resueltas a favor de su cliente, porque: (i) no existe certeza acerca de que la huella de frenado en verdad correspondiera al vehículo de procesado, al no concordar con éste, o que en efecto su longitud haya sido la allí establecida; y (ii) el sentido de circulación de la bicicleta. Todo lo cual en su sentir configura una culpa exclusiva de la víctima, máxime que, según su entender, la prelación en el lugar la tenía su procurado.

Para el despacho de primer nivel, la teoría de la Fiscalía fue la que primó, en tanto del análisis probatorio se desprendía con claridad que quien cometió la acción imprudente al superar esa intersección a exceso de velocidad, fue el conductor del campero JHONNY LEANDRO LÓPEZ, y esa fue la causa generadora del atropellamiento al ciclista con los resultados ya conocidos.

Con miras entonces a dilucidar a quien le asiste razón, se dirá lo siguiente:

(i) Ausencia de querella como requisito de procedibilidad de la acción
         penal

Indicó el recurrente que en el formato de denuncia que se introdujo con el señor LIBARDO ANTONIO AGUDELO no aparece su firma, por lo cual se opuso a su introducción al no existir certeza que éste hubiera formulado querella dentro de la oportunidad legal, con lo cual se puede verificar que no  se cumplió ese requisito de procedibilidad para iniciar la acción penal.

Como es sabido, la querella se encuentra establecida en el canon 70 C.P.P. como la facultad que le asiste al sujeto pasivo de la acción penal -o a quienes igualmente relaciona la norma- para poner en conocimiento de la Fiscalía General de la Nación la comisión de una conducta punible. Y ello se consagra como presupuesto indispensable en el entendido que se requiere de la voluntad del directo perjudicado expresada ante la autoridad competente en un término de 6 meses -art. 73 C.P.P.-, so pena de operar la caducidad de la querella y de contera la imposibilidad de acudir ante la Administración de Justicia para poner en conocimiento el hecho criminoso que requiera denuncia de parte del interesado.

El órgano de cierre en materia penal[footnoteRef:2], además de precisar las características de la querella, ha sido enfática en indicar que no se requiere que medie un escrito u otro formalismo porque exigirlo sería imponer cargas a las partes o intervinientes que el legislador no ha dispuesto. Textualmente se dijo: [2:  Auto del 23 de septiembre de 2008, radicado 29445.] 


“De otra parte se tiene, que la voluntad de acudir a la administración de justicia en procura de que investigue en el ámbito punitivo el suceso del cual la persona querellante fue víctima debe ser clara e inequívoca[footnoteRef:3]; esto obedece a que si de la índole del bien jurídico o de su grado de lesión se deriva fundadamente la disponibilidad del mismo, la querella resulta una garantía esencial de las formas propias del juicio y, en consecuencia, del debido proceso, pues refleja la autonomía del titular, especialmente de su voluntad de reacción para que se configure, de manera condicionada y sujeta en todo caso a esa facultad de disposición, un interés público en la protección del bien conculcado[footnoteRef:4]. [3:  Providencia del 14 de diciembre de 2010, radicado 35489.]  [4:  Cfr. Sentencia del 10 de marzo de 2010, radicado 32422.] 


Desde luego, si bien la voluntad del querellante de concurrir a la administración de justicia para que penalmente se investigue la conducta con ocasión de la cual se considera lesionado en algún bien jurídico objeto de protección debe ser expresa, clara e inequívoca, ella en sí misma está desprovista de formalidad alguna, motivo por el cual no hay una manera específica de condicionar la validez de tal exteriorización de la voluntad, sin que sea preciso que medie un escrito u otro formalismo en tal sentido, pues exigirlo sería imponer cargas a los intervinientes que el legislador no ha dispuesto […]” -negrillas excluidas-


Y es que si bien la querella no requiere de formalidad alguna, en cuanto puede realizarse mediante escrito, verbalmente, a través de audio, video, etc., lo que acá se sabe es que al señor LIBARDO AGUDELO JIMÉNEZ le fue recibida la misma por un servidor de la Fiscalía en mayo 14 de 2012, y aunque allí no obra su rúbrica, como se aprecia del documento que ingresó al juicio, en el espacio respectivo se plasmó que “no está en capacidad para firmar”, lo que muy seguramente se debió a que en esa oportunidad -2 meses después del accidente- no se había recuperado de las lesiones en el brazo derecho que le permitiera plasmar su firma. Pero lo anterior, aunado a que el afectado adelantó gestiones con mucha antelación a la elaboración de tal denuncia, enseña que sí tenía un interés claro y concreto en que por parte de la administración de justicia se impulsara la correspondiente investigación.

Véase incluso que el lesionado acudió al Instituto Nacional de Medicina Legal para su primer reconocimiento médico en abril 3 de 2012, donde se le otorgó una incapacidad provisional, y posteriormente en mayo 9 de ese mismo año, asistió a un segundo examen. Significa lo anterior, que con antelación a comparecer a la Fiscalía para poner en conocimiento de manera formal los hechos en los cuales fue víctima, ya había acudido ante la autoridad médica que debía valorar las lesiones sufridas, lo cual solo finalizó con el último dictamen realizado en  octubre 21 de 2013, por medio del cual se le otorgó la incapacidad definitiva y se señalaron las secuelas.

Contrario entonces a lo esgrimido por el recurrente, la Sala estima que sí se interpuso la querella como requisito de procedibilidad para dar comienzo a la actuación penal, habiéndose intentado también una conciliación que resultó fallida. Y por si ello fuese poco, de igual modo se tiene que al momento de ser ingresado el documento como prueba al juicio, el apoderado solo dejó constancia de tal situación, pero en contravía a lo que ahora expresa en el recurso, no se opuso a la decisión del juez que ordenó agregar los mismos para acreditar el requisito de procedibilidad. Aun así y como se vio, la querella no se hace del todo indispensable para demostrar el interés del afectado en que lo sucedido fuera conocido por la justicia, lo cual en este asunto está debidamente acreditado.

(ii) Verticalidad de la presunción de inocencia del acusado. 
    
De lo observado en la audiencia de juicio oral, se tiene que por parte de la Fiscalía se presentaron los testimonios de LUIS HERNANDO RÍOS CORREA –quien realizó la experticia a los rodantes involucrados-, RAMÓN HUMBERTO CARDONA RUIZ -guarda de tránsito-, HELI ANTONIO DÍAZ -testigo de los hechos-, los peritos del CTI JORGE ELIÉCER MARTÍNEZ y JULIÁN BETANCUR MORENO -topógrafo y fotógrafo, respectivamente-, los peritos de medicina legal FRANCISCO QUINTERO QUIROGA y HERNÁN VILLA -físico y médico forense, en su orden-, los policiales DIEGO ARCÁNGEL HENAO MOSALVE y ALEXÁNDER PÉREZ MUÑOZ -quien desarrollo el PMI y primer respondiente-, así como la víctima LIBARDO AGUDELO JIMÉNEZ.  

En relación con la responsabilidad que le asiste al procesado, la misma la fincó el a quo en el informe del perito forense, por medio del cual se da cuenta que el campero conducido por el señor JHONNY LEANDRO LÓPEZ transitaba entre 47 y 55 km/s., lo que se determinó con fundamento en  la marca de frenada de 14.70 ms., con lo cual excedió la aceleración permitida para el sitio donde se presentó el percance, toda vez que por tratarse de una intersección vial la velocidad máxima autorizada es de 30 km/h., como límite que fue superado ampliamente por el acusado.

Y si esa fue la probanza sobre la cual básicamente se fundamenta el fallo, lo que a la Colegiatura le corresponde decir, es que esa evidencia en sí misma considerada es suficiente para arribar a una declaratoria de condena en cabeza del justiciable, con el grado de certidumbre que la ley requiere, y explicamos por qué:

Es verdad que al parecer la información que en un primer momento entregó en el hospital el señor LIBARDO AGUDELO al guarda de tránsito RAMÓN HUMBERTO CARDONA consistió en que se desplazaba por la calle 10, según lo plasmado en el informe de tránsito, como situación que motivó al recurrente a señalar que el lesionado se movilizaba en forma paralela a las instalaciones del Instituto de Tránsito. Sin embargo, en criterio de la Sala, tal situación quedó clarificada por el lesionado en el instante de llevarse a cabo la diligencia de reconstrucción de los hechos con presencia de los peritos en topografía y fotografía forense, instante en el cual el acucioso abogado pretendió sembrar perplejidad en torno a tal aspecto al no estar claro el sitio donde se generó el percance de tránsito y el sentido de circulación de la bicicleta; lo cual es en cierto modo entendible porque el afectado en esta diligencia no fue preciso, ya no en cuanto a su trayectoria porque este aspecto fue esclarecido, pero si en cuanto al punto de impacto. Sea como fuere, en criterio del Tribunal, todo ello debe armonizarse con lo expuesto en juicio por el testigo presencial HELI ANTONIO DIAZ.

Lo anterior lo decimos porque la víctima en la declaración que rindió en juicio fue preciso al indicar que el lugar por el cual se desplazaba, luego de haber recogido el almuerzo donde sus hermanas, era la vía que de Viterbo conduce a Pereira, en tanto su destino final era el barrio Caimalito donde residía. Ello implica que no podía ser un sector diferente a la Transversal 9ª del municipio de La Virginia, por el cual se movilizaba el ciclista, sitio éste que fue aquel donde se presentó la colisión.

Esa manifestación del afectado encuentra plena congruencia con lo dicho por el señor HELI ANTONIO DIAZ, quien encontrándose en sus labores en un taller de neveras, y pese a sus ocupaciones, pudo observar cuando el ciclista se desplazaba por el carril derecho de dicha Transversal, en sentido Viterbo-Pereira, lo que corrobora sin equívoco alguno que ese era el lugar por el cual transitaba. Y si bien el agente de tránsito anotó que éste lo hacía por la calle 10, ello probablemente ocurrió por cuanto la víctima, como así lo refirió en juicio, aunque conoce bien el pueblo no sabe de direcciones, en lo que también pudo influir el estado de salud en el que se hallaba para aquel preciso momento que ofreció su primera información al respecto.

De todas formas, para determinar cuál era el sentido de circulación del velocípedo con antelación al hecho, considera el Tribunal que la información que entregó el citado testigo HELI ANTONIO DIAZ, así como aquella mencionada a los peritos del CTI que levantaron el plano topográfico y tomaron las fotografías del lugar, permiten establecer que el lugar escogido por el señor LIBARDO ANTONIO para cruzar la Transversal por la cual se movilizaba para dirigirse a la carrera 9ª, lo fue por la cebra de la Transversal 9ª donde se suscitó la colisión. 

Y es que aunque en el plano topográfico y según la información que le suministró el testigo a los peritos, se señala que el punto de impacto fue aproximadamente en la esquina de la Transversal 9ª con carrera 9ª, y que la posición final se fijó a una distancia de 10.20 ms de allí, de los demás elementos probatorios arrimados al juicio se puede determinar que contrario a ello, el punto donde quedó la víctima es el mismo en donde se produjo el impacto, es decir, que el lesionado no fue arrastrado, sino que el vehículo no pudo frenar con anticipación y finalmente colisionó con el ciclista al final de la cebra por donde cruzó.

Es un hecho cierto, como así lo sostuvo la víctima en juicio, que con miras a dirigirse a su residencia debía cruzar la Trasversal para tomar la carrera 9ª, o lo que es igual, la vía que se dirige hacia Pereira, y en sus palabras lo hizo por la cebra. Así las cosas, cuando ya había cruzado sintió el golpe y fue arrastrado para quedar debajo del rodante, junto con la bicicleta, de donde momentos después fue sacado por los bomberos.

De haber sucedido el hecho tal y como se lo narró a los peritos el lesionado, y como quedó plasmado en el plano, es decir, en forma paralela al andén de la calzada por donde se movilizaba el campero, muy seguramente el golpe lo hubiera tirado a ese mismo costado, pero no hubiera quedado en la posición que finalmente se aprecia.

Lo que salta a la vista, es que cuando el señor LIBARDO AGUDELO cruza la vía, se encontraba aun por el carril donde se desplazaba el campero conducido por LÓPEZ, quien pese a haber hecho uso del sistema de frenos, no logró evitar el impacto contra el ciclista, y ello implicó que una vez tuvo contacto con éste, lo lanzara al piso y quedara debajo del vehículo, en tanto éste no se había detenido completamente. Mírese que la posición del ciclista al ser arrollado dio lugar a que las lesiones sufridas hayan sido en el hemicuerpo derecho, como así lo corroboraron tanto el médico forense como el perito en física, al igual que el afectado quien expresó que las lesiones sufridas, a las cuales incluso añadió unas fracturas de costilla -de las que nada dijo el perito médico-, lo fueron en el lado derecho, y éstas como lo analizó el perito en física, al parecer fueron ocasionadas con el capó y el parachoques del rodante, por ser superficies rígidas que por la alta concentración de energía produjeron esos resultados.

Si en efecto el señor LIBARDO se hubiere encontrado en el punto de impacto que manifestó y quedó plasmado en el plano topográfico, ello implicaría que debió ser arrastrado por un espacio de 10.20 ms. hasta donde quedó finalmente, y tal situación, no solo hubiera dejado huellas de arrastre metálico en el lugar, sino además fluidos corporales que habrían sido percibidos por el guarda de tránsito que acudió a la escena para levantar el croquis de lo ocurrido, pero de ello nada se dijo. De igual modo, el afectado presentaría en su cuerpo lesiones producidas por fricción que serían detectadas al ser valorado, pero de ello tampoco quedó registro alguno.  

Mírese incluso que en palabras del afectado, la bicicleta quedó más afuera del carro y él un poco más adentro, y la posición en que éste quedó luego del hecho fue clarificada por el policial ALEXÁNDER PÉREZ, quien indicó que lo vio debajo de la placa o bómper del carro, toda vez que la bicicleta había sido sacada momentos antes para auxiliar al herido. Todo lo cual conlleva a predicar que de haber existido arrastre, este fue mínimo, y ello mientras el vehículo detenía su marcha completamente.

Lo dicho, aunado al hecho de que el conductor del rodante logró mitigar en algo el impacto, en tanto hizo uso del sistema de frenos, lo que dejó una huella de 14.70 ms., maniobra ésta que muy seguramente fue la que impidió que el impacto con el ciclista tuviera consecuencias más lamentables, sin demeritar por supuesto la gravedad de las recibidas por el señor LIBARDO AGUDELO. 

Mírese que en ese punto, también es importante lo referido por el testigo HELI ANTONIO DÍAZ, quien encontrándose en el taller de neveras[footnoteRef:5] ubicado cerca del lugar donde se produjo el hecho de tránsito, dijo que luego de apreciar que el ciclista se movilizaba por el carril del frente, esto es, del lado derecho de la Transversal, en sentido Viterbo-Pereira, segundos después escuchó un “frenón”, para luego observar que el ciclista se hallaba debajo del vehículo.   [5:  Tal establecimiento se puede observar en las fotografías 9 y 11 tomadas por el guarda de tránsito.] 


Todas esas razones llevan a sostener a la Sala en conclusión, que el sentido de circulación del señor LIBARDO AGUDELO era por la Transversal 9ª en dirección Viterbo-Pereira, y que el punto de impacto fue aquel plasmado en el croquis de tránsito el cual fue igualmente fijado fotográficamente por el guarda que adelantó esa labor.

Ahora bien, dilucidada tal situación, se debe establecer lo relativo a la perplejidad que le asiste al togado recurrente en torno a la huella de frenada que se plasmó en el croquis, en cuanto refiere que no existe certeza de que ésta le pertenezca al vehículo de su cliente. Para el efecto, debe señalar la Sala, contrario a la postura que trae el recurso, que de la información obtenida por el agente de tránsito que acudió a la escena se puede dilucidar sin hesitación alguna, que esa marca sí le pertenece al vehículo conducido por el señor LÓPEZ TABORDA, obsérvese:

Basta apreciar la fotografía # 10 del álbum presentado por el agente de tránsito, donde se observa que esa huella sigue la trayectoria que tenía el vehículo y la cual inició 14.70 ms. atrás,  precisamente sobre la doble línea divisoria de esa calzada. Tal circunstancia permite pregonar que el señor JHONNY se desplazaba por el carril derecho en sentido Pereira-Viterbo, situación que nadie pone en duda. Y no obstante que pretendía ingresar a una intersección, es decir, en la cual convergen la Transversal 9ª con la calle 10 y la carrera 9ª -esta última que lleva en dirección hacia Pereira-, no redujo su aceleración al límite autorizado al ingresar a la misma, o sea 30 Km/h como lo demanda el canon 74 C.T. Luego entonces, percatarse que el ciclista cruzó la vía de izquierda a derecha accionó el sistema de frenos, lo que dejó una huella, sin que la velocidad que llevaba y que según el perito oscilaba entre 47 y 55 K/h, le permitiera detener completamente el automóvil con antelación a llegar al sitio por donde se movilizaba el señor LIBARDO AGUDELO, con los resultados ya conocidos.

En conclusión, la existencia de esa huella de frenado no genera duda alguna, ahí está, se aprecia en las fotografías que ingresaron al juicio, y fue medida por el guarda de tránsito, lo que arrojó el metraje aludido -14.70 ms.-, sin que se hubiere logrado demostrar por la defensa que no le pertenecía al rodante conducido por su cliente. Y si bien el informe de tránsito no fue firmado por el procesado, es una situación complementa acorde con el procedimiento, ya que el guarda de tránsito es el encargado de su elaboración y suscripción, y del mismo se le entrega copia al interesado, quien de haber notado irregularidad alguna al respecto debió dejar la constancia respectiva o comunicar lo pertinente a su apoderado para controvertir lo allí plasmado; pero como vemos, el señor JHONNY LEANDRO abandonó el proceso y dejó solo a su apoderado en estas lides sin lograr el objetivo propuesto.

Ahora bien, en cuanto pregona el letrado que tampoco hay certeza acerca de la dimensión de esa huella, debe indicarse que el agente de tránsito fue claro al señalar que en el sitio se evidenció la misma, cuya medida fue tomada por él, y como si ello fuera poco, lo plasmó en unas fotografías cuya veracidad no se discute, y no obstante que las mismas no se incluyeron con cadena de custodia por las razones que adujo el guarda, lo cierto es que dicho funcionario bajo  juramento manifestó que fue él y nadie diferente quien las tomó, lo cual tampoco fue desvirtuado.

Véase igualmente que el testigo HELI ANTONIO fue claro al indicar que segundos después de haber visto al ciclista escuchó un “frenón” y tal ruido, según las reglas de la experiencia, va aparejado en la mayoría de las ocasiones con una marca de frenado, como acá tuvo ocurrencia, y la interacción de las llantas del vehículo con el asfalto dejó una rastro que al ser medido por el guarda de tránsito arrojó los citados 14.70 ms., todo lo cual por supuesto constituyó el elemento fundamental para que el perito en física forense estableciera que el señor JHONNY LEANDRO se movilizaba a la velocidad antirreglamentaria ya indicada.

Es verdad desde luego que solo la llanta izquierda detuvo su marcha completamente y dejó una marca de 14.70 ms. en el pavimento, en tanto la derecha solo dejó una marca intermitente, pero ello tiene explicación en el hecho que al parecer el sistema de frenos no operaba correctamente, como así lo refirió el agente de tránsito. Aseveración que guarda concordancia con la información que aportó el perito que realizó el estudio al vehículo, cuando en relación con este aspecto plasmó: “sistema de frenos: recorrido largo”, lo que pudo haber generado que la llanta derecha no ejerciera similar derrape sobre el pavimento como sí lo hizo la izquierda.  

Para la Sala entonces, las perplejidades que denotó el togado en su recurso, no alcanzan a resquebrajar las pruebas debatidas en juicio y que corroboran que el señor JHONNY LEANDRO faltó al deber objetivo de cuidado, en tanto conducía su vehículo en zona céntrica de La Virginia a exceso de velocidad, con lo cual incrementó el riesgo permitido, siendo ésta la causa eficiente de las lesiones que sufrió el señor LIBARDO AGUDELO JIMÉNEZ.

(iii) Culpa exclusiva de la víctima

Aduce el togado recurrente que fue el señor LIBARDO AGUDELO quien no respetó las normas de tránsito y salió intempestivamente a la vía por donde circulaba el hoy procesado, por lo que fue él quien creó un riesgo desaprobado o acrecentó el riesgo permitido, por lo cual debe afrontar las consecuencias de su actuar.   

Es verdad que el LIBARDO con miras a hacer el recorrido que pretendía efectuar debió cruzar la Transversal 9ª para tomar la carrera 9ª, y ello podría tomarse desprevenidamente como la generación de un riesgo, pero ocurre que tal maniobra le era permitida como se extrae de la señalización de tránsito existente en el sector, lo mismo que del croquis de tránsito y de la fotografía # 10 tomada por el guarda de tránsito, en todos los cuales se denota una flecha que indica que se puede realizar el cruce a la izquierda en el sentido Viterbo-Pereira.

No puede predicarse entonces que la salida del ciclista fue intempestiva, por cuanto el mismo estaba facultado para hacer el giro, con mayor razón cuando lo hizo unos metros antes de llegar a esa intersección vías y para ello utilizó el paso peatonal -cebras-, que era precisamente lo correcto en ese tramo de la vía. Y si bien el señor LIBARDO no se desplazaba a pie, sino en bicicleta, el hecho de transitar por ese espacio también debía dársele prelación al momento de efectuar el cruce.

La pregunta que surge sería entonces si también el ciclista debía tomar las precauciones necesarias antes de empezar a realizar el cruce por la cebra, concretamente mirar que no vinieran vehículos en sentido opuesto; sin embargo, lo que se sabe es que él sí miró pero no vio ningún vehículo que estuviera cerca, tal cual lo informó a la audiencia; y ello, en sentir de la Sala, en realidad fue así como se afirma, o al menos no existe prueba en contrario, porque muy seguramente el vehículo conducido por el señor JHONNY LEANDRO LÓPEZ se encontraba aun alejado de aquella intersección, a consecuencia de lo cual el afectado pudo no haberlo visto, o aun habiéndolo percibido por la distancia de aquel consideró que podía efectuar el cruce sin problema, pero no contaba con la alta velocidad a la que este transitaba y por ello no logró detener la marcha como quedó explicado anteriormente.

En síntesis, en sentir de la Corporación no puede predicarse que el hecho se presentó por culpa exclusiva de la víctima, porque aunque el ciclista cruzó el carril por el cual se desplazaba el automotor conducido por el hoy acusado, lo hizo porque la señalización de tránsito se lo permitía, y de haber respetado el conductor del campero la aceleración autorizada de 30 km/h al ser zona urbana, con intersección e incluso una zona escolar, el hecho no se habría registrado.

De ese modo, hay lugar a acompañar la providencia adoptada por el funcionario de primer nivel.

ANOTACIONES FINALES

No puede pasar desapercibido el Tribunal, el hecho de que la señora Fiscal, pese a haber intervenido en la audiencia de formulación de imputación e igualmente ser quien elaboró el escrito acusatorio, no haya tenido el cuidado necesario al instante de elaborar el mismo, en tanto además de incluir datos de testigos que no correspondían a este asunto -lo que en su sentir obedeció a que utilizó un formato existente, sobre el cual plasmó la nueva acusación- también omitió verificar que las conductas allí plasmadas coincidieran con las imputadas al señor JHONNY LEANDRO LÓPEZ, de lo cual tampoco se percató el a quo en la audiencia de acusación para que se efectuaran las correcciones pertinentes, en tanto en ningún momento se hizo alusión a la pérdida anatómica de miembro alguno, sino a su perturbación funcional, lo que finalmente conllevó a que el funcionario se viera en la obligación de degradar la ilicitud por la cual fue acusado, por aquella que había sido imputada. En ese sentido, se solicita de la señora Fiscal respetuosamente que no obstante hacer uso de formatos anteriores para plasmar la acusación, debe poner mayor atención a efecto de evitar la inclusión de datos erróneos o que no correspondan del todo al asunto que se debate en cada caso particular.

De igual modo, situación similar sucedió con la defensa, porque en pro de agilizar su función utilizó formatos de casos ajenos al presente, situación que dio lugar a las falencias anotadas por el apoderado de la víctima, pero que, conforme se indicó al comienzo de esta providencia, tal situación no daba lugar al extremo de estimar desierto el recurso. 

En mérito de lo discurrido, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira (Rda.), Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA el fallo objeto de recurso en cuanto lo fue de carácter condenatorio en contra del señor JHONNY LEANDRO LÓPEZ TABORDA.
 
Esta sentencia queda notificada en estrados y contra ella procede el recurso extraordinario de casación que de interponerse debe hacerse dentro del término legal.

Los Magistrados, 



JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE	        JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ



MANUEL YARZAGARAY BANDERA


La Secretaria de la Sala,


MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
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